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En los Estados Unidos, no hay un 
solo sistema de justicia, hay muchos. 
Cada uno de los cincuenta estados tiene 
su propia constitución, leyes y tribunales 
de justicia 1. Además, existe el sistema de 
justicia federal que funciona, en todas 
partes del país, a través de los tribunales 
federales. En otras palabras, el federa­
lismo afecta profundamente la adminis­
tración de justicia en los Estados Unidos 
y la administración de justicia a su vez, 
afecta nuestro federalismo. 

El propósito de este breve ensayo es 
el de identificar los aspectos más impor­
tantes de la relación entre el federalismo 
y la administración de justicia en los 
Estados Unidos y su división de facul­
tades gubernamentales entre el gobierno 
nacional (O «federal») y los estados. 

La constitución delega determina­
dos poderes al gobierno nacional, dejan­
do todos los demás poderes gubernamen­
tales no prohibidos por la constitución 
en manos de los distintos Estados de la 
Unión. En otras palabras, el gobierno 

1 Un buen resumen de los sistemas judiciales 
estatales es Daniel J. Meador, American Courts 
(St. Paul, Minnesota: West Publishing Ca., 1991). 65 
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federal es gobierno de poderes limitados (o enumerados), mientras los gobiernos de 
los Estados tienen poderes generales. Este principio, establecido por la Constitución 
en su forma original, está confirmado por la décima Enmienda, que dice: 

"Los poderes que la Constitución no delega a los Estados Unidos, ni prohibe 
a los Estados, quedan reservados a los Estados respectivamente, o al pueblo"2. 

Pero la Constitución también establece con precisión que el gobierno federal, 
cuando actúa dentro de sus poderes constitucionales, es supremo. El artículo 6, párrafo 
2 dice: 

"Esta Constitución, y las leyes de los Estados Unidos que se expidan con 
arreglo a ella y todos los tratados celebrados ... bajo la autoridad de los Estados 
Unidos serán la suprema ley del país, y los jueces de todo Estado estarán 
obligados a observarlos, a pesar de cualquier disposición en contrario que se 
encuentre en la constitución o las leyes estatales"3. 

La división fundamental de facultades judiciales entre el gobierno federal y los 
estados se hace en el artículo III de la Constitución, que establece el Poder Judicial 
Federal. El artículo IJI, inciso 2 dice, en sus aspectos más relevantes: 

«El Poder Judicial [de los Estados Unidos] se extenderá a todos los casos que 
surjan como consecuencia de esta constitución, de las leyes de los Estados 
Unidos, y de los tratados celebrados ... bajo su autoridad; [se extenderá] a todos 
los casos de almirantazgo y jurisdicción marítima; a las controversias en las 
que los Estados Unidos sea parte; a las controversias entre dos o más Estados ... , 
entre ciudadanos de diferentes Estados, entre ciudadanos del mismo Estado que 
reclamen tierras bajo concesiones de distintos Estados, y entre ciudadanos [de 
un Estado] y [ciudadanos de] Estados extranjeros ... »4. 

Las bases más importantes de la competencia judicial federal son, primero, la 
presencia de una cuestión de derecho federal; y, segundo, la diversidad de ciudadanía 
estatal entre las partes. 

Pero la competencia de los tribunales federales con respecto a los casos antes 
mencionados no es exclusiva, sino es concurrente con la competencia de los tribunales 
estatales5, salvo cuando el Congreso de los Estados Unidos, por ley, establece que la 
competencia judicial federal es exclusiva, como lo ha hecho, por ejemplo, con respecto 
al derecho penal federal6 y en casos de bancarrota7

• 

Como resultado de la división constitucional de facultades legislativas, la mayoría 
de las leyes que atañen a asuntos cotidianos -por ejemplo, bienes, sucesiones, asuntos 
familiares, y la mayoría de los contratos, delitos civiles y crímenes- son leyes estatales, 

2 Constitution of the United of America (de aquí en adelante, «U.S. Constitutiofi»), enmienda X. 
3 U.S. Constitution, art. 6, 112. 
4 U .S. Constitution, art. 3, §2. 
5 Véase, por ejemplo, Claflin v. Houseman, 93 U.S. 130, 23 L. Ed. 833 (1876). 
6 U.S.C.A. §3231. 

66 7 U.S.CA. §1334. 
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no federales. Y como resultado de la división constitucional de competencia judicial, 
la gran mayoría de los juicios están conocidos y decididos por tribunales estatales y 
no por tribunales federales8

• 

Dado que la competencia judicial federal no es exclusiva, sino concurrente con la 
competencia judicial de los estados, muchas veces los tribunales estatales deciden 
cuestiones de derecho federal (incluso cuestiones de derecho constitucional federal). 
En cambio, por la competencia federal en casos de diversidad de ciudadanía y dado 
que dentro del mismo caso puede surgir cuestiones de derecho estatal. En ambas 
situaciones -cuando un tribunal estatal decide una cuestión de derecho federal y cuando 
un tribunal federal decide una cuestión de derecho estatal, el federalismo se refleja y 
se mantiene en el proceso. 

Cuando un tribunal estatal decide una cuestión de derecho federal, está obligado 
a seguir (es decir, a aplicar) la jurisprudencia de la corte suprema de los Estados Unidos 
para resolver la cuestión. Este principio (o regla de decisión) está basado en la supre­
macía federal y el federalism09

• 

La otra cara de la moneda es que cuando un tribunal federal decide una cuestión 
de derecho estatal, está obligado a seguir la jurisprudencia del tribunal más alto de aquel 
estado. Es decir, el tribunal federal está obligado a interpretar la ley del estado como 
la ha interpretado la corte suprema de ese estado y, cuando no existe legislación sobre 
la materia, el juez federal está obligado a aplicar el derecho común del estado, de 
acuerdo con la jurisprudencia del tribunal más alto del estado. 

Este principio, conocido como la «Doctrina Erie», fue anunciado en el famoso caso 
de Erie Railroad Ca. Vs. Tompkins lO

, decidido por la Corte Suprema de los Estados 
Unidos en 1938. En este caso, un hombre caminando cerca del ferrocarril, en un sector 
rural del estado de Pennsylvania, fue golpeado por la puerta abierta de un vagón de 
un tren del Erie Railroad. El hombre comenzó un juicio en contra del ferrocarril, 
invocando la competencia federal por razón de «diversidad de ciudadanía», ya que el 
demandante era ciudadano de Pennsylvania, y el demandado (el ferrocarril) era una 
sociedad anónima organizada bajo las leyes del estado de New York, de modo que era 
ciudadana de New York. Pero el reclamo estaba basado en el derecho común de 
Pennsylvania, donde ocurrió el accidente. El ferrocarril planteó en su defensa que, según 
los principios del derecho común de Pennsylvania, el demandante era un intruso y por 
eso el ferrocarril no era responsable por su propia negligencia ordinaria. El demandante 
respondió que era una cuestión de «derecho general» y que por eso el tribunal federal 
podría desarrollar por sí mismo el principio o norma aplicable. 

La Corte Suprema de los Estados Unidos dijo: 

8 Véase, B. Ostrom y N. Kauder, Examining the Work of Sta te Court, 1996, p. 14 (National Center for State 
eourt: 1997). 

9 Véase, por ejemplo, Cooper v. Aaron, 358 U.S. 1,78 S. el. 1401,3 L. Ed. 2d 5 (1958); Martín v. Hunter's 
Lessee, 14 U.S. (1 Wheat) 304, 4 L. Ed. 97 (1816). 

10 304 U.S. 64, 58 S. el. 817,82 L. Ed. 1188 (1938). 67 
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"Salvo en asuntos regulados por la Constitución federal o las leyes federales, 
el derecho aplicable a cualquier caso es el derecho del Estado, sea declarado 
por su legislatura en forma de ley o por su tribunal más alto. No existe ningún 
derecho común federal general"ll. 

La «Doctrina Erie» es muy complicada en su aplicaciónl2. Pero su principio central 
es claro: en cuanto a la interpretación del derecho estatal y la resolución de otras 
cuestiones de derecho estatal, los tribunales estatales son supremos. 

Otros efectos importantes del federalismo con respecto a la administración de 
justicia tienen que ver con el reparto de la jurisdicción judicial entre los distintos estados 
y el desarrollo de normas sobre «conflictos de ley». En cualquier país del mundo hay 
reclamos planteados entre ciudadanos de diferentes países o sobre hechos que ocurrie­
ron fuera del país foro. En esas situaciones, hay dos preguntas que surgen. La primera: 
¿puede el tribunal conocer del caso? La segunda, si la respuesta es afirmativa ¿qué 
derecho debe aplicarse para resolver el caso? En los Estados Unidos, se presentan los 
mismos interrogantes cada vez que una persona plantea una demanda ante un tribunal 
estatal en contra de alguien que no reside en estado foro, o sobre asuntos que ocurrieron 
fuera de él. Por ejemplo, en un caso ahora famoso, un grupo de accionistas de una 
sociedad anónima comenzaron un juicio contra algunos directores de la empresa ante 
un tribunal del estado de Oregon. Sin embargo, los demandantes invocaron la juris­
dicción de Delaware porque los demandados tenían bienes intangibles allíl3 • 

Cada estado tiene sus propias leyes y reglas con respecto a la jurisdicción y 
competencia de sus tribunales para conocer y decidir casos contra personas que no son 
residentes del estado y sobre transacciones que tuvieron lugar fuera de él. Asimismo, 
cada estado tiene sus propias reglas que establecen en qué circunstancias sus tribunales 
deben aplicar la ley de otro estado. Sin embargo, estas reglas están subordinadas a 
normas constitucionales. En el año 1877 la Corte Suprema de los Estados Unidos 
decidió que la garantía constitucional del «debido proceso legal», que se encuentra en 
la enmienda catorce, limita el poder de los tribunales estatales de conocer y decidir 
casos contra personas o acerca de reclamos que no tienen relación adecuada con el 
estado foro l4. Si bien la jurisprudencia es complicada y en algunos aspectos todavía 
está desarrollándosel 5

, es claro que, generalmente, los tribunales de un estado pueden 
conocer de un caso sólo cuando existen «contactos mínimos suficientes» entre el foro, 
el demandante y el reclamo, como ya lo estableció la Corte Suprema de los Estados 
Unidos en 1945, en el caso de International Shoe Company vs. State oi Washingtonl6

• 

(Siguiendo esta jurisprudencia, en el caso de los accionistas antes mencionado, la corte 
suprema declaró, en el año 1978, que el Tribunal del estado de Delaware no tenía 
jurisdicción en el caso17). 

11 304 U.S. p. 78 
12 Véase, Charles Alan Wright, Law of Federal Courts §§55-60 (5' ed., 1994) (SI. Paul, Minnesota: West 

Publishing Co., 1994). 
!3 Greyhound Corp. V. Heitner, 361 A 2d 225 (Del. 1976). 
14 Pennoyer V. Neff, 95 U.S. (5 Otto) 714,24 L. Ed. 565 (1877). 
15 Véase, por ejemplo, Burnham v. Superior Court, 495 U.S. 604,110 S. CI. 2105,109 L. Ed. 2d 631 (1990). 
16 326 U.S. 310, 66 S. CI. 154, 90 L.Ed. 95 (1945). 

68 17 Shaffer V. Heitner, 433 U.S. 186,97 S. CI. 2569, 53 L. Ed. 2d 683 (1977). 
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Por otra parte, con respecto a conflictos de leyes, los tribunales de los estados están 
muy acostumbrados a aplicar la ley de otro estado cuando los hechos del caso tienen 
una relación muy estrecha y directa con dicho estado. Esta práctica no es solamente 
asunto de cortesía, sino muchas veces una obligación constitucional basada en el 
principio federalista y la garantía constitucional del debido proceso legal. La Corte 
Suprema ha decidido que a pesar de que un tribunal estatal tenga jurisdicción para 
conocer y decidir un caso, el debido proceso legal requiere que el tribunal aplique la 
ley o la jurisprudencia de otro estado cuando éste tiene una relación con el asunto y 
las partes mucho más estrecha que tiene el estado foro. Como dijo la corte en el caso 
Allstate Insurance Company vs. Hague l8

• 

«Para que la ley de fondo de un Estado sea seleccionada en una forma cons­
titucionalmente permisible, ese Estado debe tener un contacto significativo o 
una suma de contactos [con los hechos que son causa del conflicto] que creen 
un interés estatal suficiente, de modo tal que la elección de esa ley no sea 
arbitraria ni fundamentalmente injusta»19. 

Uno de los aspectos más importantes del federalismo para que la administración 
de justicia se cumpla y sea respetada en otros estados es la garantía constitucional de 
lo que se llama «plena fe y crédito»20. Esta garantía requiere que los tribunales de los 
estados reconozcan como válidas las sentencias de los tribunales de los otros estados, 
siempre que el tribunal que dicte la sentencia tenga jurisdicción sobre la materia y las 
partes21 . 

Para concluir, deberíamos decir que la aplicación práctica de los principios antes 
mencionados no siempre es fácil. Al contrario, muchas veces es muy complejo. Sin 
embargo, esta combinación de normas y principios constitucionales con las jurispru­
dencias federal y estatal, permite que la administración de justicia en los Estados Unidos 
funcione con eficiencia y seguridad jurídica a través de más de cincuenta sistemas 
diferentes. 

18 449 U.S. 302, 101 S. Ct. 633, 66 L.Ed. 2d 521 (1981) 
19 449 U.S. p. 313, 101 S. o. p. 640 
20 U.S. Constitution, art. IV, u.s.c.A. §l. 
21 Véase, por ejemplo, Pennoyer v. Neff, supra., nota 14. 6' 


	P50065
	P50066
	P50067
	P50068
	P50069

